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                                          Procurador General      
Concepto No. 5673 


Bogotá, D.C., 12 de noviembre de 2013
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra los numerales 3°, 4° y 6° del artículo 1781 del Código Civil.

Actores: CARLOS MARIO ULLUO MATEUS y MÓNICA ALEJANDRA RODRÍGUEZ RUÍZ.

Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.

Expediente D-9903
                 Concepto No. 5673
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242 numeral 2°, y 278 numeral 5° de la Constitución Política, y actuando como Procurador General de la Nación, procedo a rendir concepto en relación con la demanda instaurada ante esa Corporación por los ciudadanos CARLOS MARIO ULLUO MATEUS y MÓNICA ALEJANDRA RODRÍGUEZ RUÍZ quienes, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6º, y 242 numeral 1º de la Carta, solicitaron la inexequibilidad de los numerales 3°, 4° y 6° del Código Civil (Ley 57 de 1887), cuyo texto se reproduce a continuación:

“ARTICULO 1781. <COMPOSICION DE HABER DE LA SOCIEDAD CONYUGAL>. El haber de la sociedad conyugal se compone: 

[…]
3.) Del dinero que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiriere, obligándose la sociedad a la restitución de igual suma. 

4.) De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante el adquiere <sic>; quedando obligada la Sociedad a restituir su valor según el que tuvieron al tiempo del aporte o de la adquisición. 

Pero podrán los cónyuges eximir de la comunión cualquiera parte de sus especies muebles, designándolas en las capitulaciones, o en una lista firmada por ambos y por tres testigos domiciliados en el territorio […]
6.) De los bienes raíces que la mujer aporta al matrimonio, apreciados para que la sociedad le restituya su valor en dinero. 

Se expresará así en las capitulaciones matrimoniales o en otro instrumento público otorgado al tiempo del aporte, designándose el valor, y se procederá en lo demás como en el contrato de venta de bienes raíces. 

Si se estipula que el cuerpo cierto que la mujer aporta, puede restituirse en dinero a elección de la misma mujer o del marido, se seguirán las reglas de las obligaciones alternativas”.

1. Planteamiento de la demanda
Los accionantes consideran que las normas demandadas son contrarias a un orden político, económico y social justo, vulneran el derecho a la igualdad, el derecho a constituir familia y el derecho a la igualdad entre el hombre y la mujer que la constituyen, y son violatorias del derecho a la propiedad privada, en tanto que establecen una discriminación contra la mujer casada e imponen a los cónyuges una institución jurídica anacrónica y contraria a sus intereses y conveniencia desde el punto de vista económico, que no se exige a los compañeros permanentes unidos en unión marital de hecho
Con relación a la garantía que la Constitución Política ofrece en su Preámbulo de un orden político, económico y social justo, luego de citar lo que en la jurisprudencia constitucional (sin precisar en qué sentencia) y en la doctrina se ha dicho sobre el carácter abstracto e indefinido de las normas constitucionales que reconocen valores, y señalar que “[u]na concepción filosófica al respecto nos podría decir que es el ordenamiento jurídico el resultado necesario en materia de regulación de la sociedad, razón por la cual el ordenamiento cambia a medida que el contexto social lo requiera”, los accionantes afirman que “ha cambiado el entorno social” en que se establecieron las normas demandadas (no modificadas desde 1864) y que “[r]esulta inconstitucional que en el ordenamiento jurídico Colombiano [sic] se conserven preceptos […] cuando la finalidad con la cual fueron creados ha desparecido”.     

Para demostrar lo anterior, en la demanda se afirma que mientras antes “la mujer era considerada incapaz [y] desigual en derechos en comparación con el hombre, por [lo que] existió la necesidad de procurar la protección de ella como persona, pero sobre todo de su patrimonio y el de su familia, razón por la cual se recompensan los bienes muebles y el dinero que ella aporta al matrimonio, cuyo origen deviene de lo que se conoció como dote”
, ahora hay “un régimen patrimonial para la sociedad conyugal de administración dual” y, por lo tanto, ya “no existen en la actualidad presupuestos que fundamenten la intervención estatal en la regulación patrimonial de la sociedad de forma proteccionista”.

En segundo lugar, para sustentar una supuesta violación al derecho a la igualdad (reconocido en el artículo 13 Superior), los accionantes de una parte se refieren al derecho que tienen el hombre y la mujer para constituir familia y a que exista igualdad de derechos y deberes entre ellos (como se establece en el artículo 42 constitucional), señalando que “la igualdad entre los miembros de la familia supone una administración dual y los efectos de una mala administración serán personales”. Mientras que, de otra parte, señalan que “la mayor evidencia de lo innecesaria y desproporcional que resulta [lo dispuesto con las normas demandadas] es el hecho de la no inclusión de [esto en] la sociedad patrimonial de compañeros permanentes, la cual es relativamente nueva y se adecua más a nuestro contexto social”. 

Así, advierten que no existen las instituciones del haber relativo y la recompensa para la regulación patrimonial de la unión marital de hecho, como sí existe para el contrato de matrimonio, y sostienen que esto se debe a que el Legislador no lo consideró necesario “desde el punto de vista de la proporcionalidad y de la necesidad”. En el mismo sentido, partiendo de unos apartes de la Sentencia C-283 de 2011, sostienen que al regularse la unión marital de hecho se “unificó el concepto del haber social no contemplando la recompensa derivada del haber relativo, [pues la Ley] la consider[ó] una medida no idónea, ya que es mucho más sencillo no incluir en el haber social bienes que posteriormente deban recompensarse, pues no es claro el comportamiento económico que van a tener aquellos durante la vigencia de la sociedad patrimonial. Así que en la sociedad patrimonial solo los bienes adquiridos a partir de su constitución [son] los que se incluyen al haber social”.
Con fundamento en estas últimas consideraciones, los actores señalan que es posible “inferir que la norma que contempla el haber relativo y la recompensa en el matrimonio no tiene finalidad alguna en el ordenamiento jurídico y sí crea en un riesgo patrimonial inconcebible en un Estado Social de Derecho”, en tanto que allí se establecen distinciones entre dos instituciones “cuyo objetivo es el mismo (la conformación de la familia), el matrimonio y la unión marital de hecho, en cuanto al régimen patrimonial, cuando la única diferencia no debería ser otra que la[s] formalidades legales”. De igual forma, cuestionan si lo dispuesto en las normas demandadas no es contrario “a la teoría general de los Actos Jurídicos”.       
En tercer lugar, los actores consideran que las normas demandadas también “desfragmenta[n] el derecho fundamental a la propiedad privada”, dado que “la recompensa es una figura totalmente incoherente con nuestro sistema económico, en el cual los bienes se desvalorizan o valorizan más no conservan un valor nominal acorde al momento en que se obligan [a hacer] parte de la sociedad conyugal”. Así, sostienen que recompensar al cónyuge aportante un valor distinto al valor que tenga el bien por él aportado a la sociedad para el momento en que se disuelva la sociedad conyugal, “afect[a] el patrimonio de uno de los cónyuges o[,] en su defecto[,] de terceros; situación que impide la realización material […] de un orden justo”. 
Además, agregan que “la norma demandada, con la recompensa, genera un riesgo desproporcional en materia económica, pues termina por disminuir la expectativa económica o por aumentar la misma sin existir un fundamento lógico desde la teoría económica, [en tanto que] solo basta la ley para ordenar ese desplazamiento de capital de un patrimonio (haber social) a otro (cónyuge aportante al haber relativo)”. 
Así mismo, en la demanda se aduce que con los numerales demandados el Legislador introdujo “una regulación no idónea[,] pues el ordenamiento trata de forma diferente los bienes dependiendo si son muebles o inmuebles, presumiendo erradamente que el aumento patrimonial solo se puede dar de los segundos, razón por la cual se protegen jurídicamente y estos hacen parte del haber absoluto” y que es “incoherente […] que se ponga a la pareja en un riesgo patrimonial, debilitando una institución central como lo es la matrimonial, sin existir un sustento filosófico ni ideológico que respalde la normatividad”.
Para terminar, los actores también reprochan que la recompensa es una fuente de enriquecimiento sin causa, pues de conformidad con esta “[s]i un sujeto tiene la expectativa de aumento en su patrimonio por intermedio de la valorización de sus bienes, con la disolución y liquidación de la sociedad conyugal debe tener una pérdida injustificada en su patrimonio y un correlativo enriquecimiento en el cónyuge, o en el otro caso, porque si sus bienes han perdido valor la sociedad debe pagárselos a lo que valían cuando los aport[ó]”. Supuesto, este último, que les lleva a manifestar que “la figura del haber relativo es inconstitucional e incompatible con nuestro sistema económico, basándonos en la teoría económica de la desvalorización gradual del dinero y de los bienes”.              
2.
Problema Jurídico 

En concepto del Jefe del Ministerio Público en el presente proceso corresponde determinar si la inclusión en el haber de la sociedad conyugal, con la correspondiente obligación de restitución para la sociedad, de (i) cualquiera de los bienes mencionados en los numerales 3° y 4° del artículo 1781 del Código Civil que los cónyuges aporten al matrimonio o adquieran en su vigencia, así como de (ii) los bienes raíces que la mujer aporte al matrimonio, en los términos descritos en el inciso 6° del mismo artículo, contraría el deber que tiene el Legislador de promover un orden económico y social justo, vulnera el principio-derecho a la igualdad (artículo 6° Superior), el derecho a constituir familia y la igualdad de derechos y deberes que debe existir entre el hombre y la mujer que constituyen una familia (artículo 42 Superior), y el derecho a la propiedad privada (artículo 58 constitucional).     
3. Análisis de constitucionalidad
De manera preliminar podría considerarse que la demanda arriba resumida carece de los elementos sustanciales mínimos para activar la jurisdicción constitucional, dado que incluye entre sus fundamentos meras interpretaciones históricas, consideraciones de conveniencia o apreciaciones que nacen de la “concepción filosófica” de los accionantes y su particular entendimiento de la “teoría general de los Actos jurídicos” o de “la teoría económica”, entre otros. Apreciaciones, todas las anteriores, claramente impertinentes para el presente proceso, en tanto que no son parámetro de control constitucional ni tampoco se derivan, ni siquiera indirectamente, de las normas demandadas o de las normas constitucionales supuestamente vulneradas. 

En efecto, como en reiteradas ocasiones se ha señalado en la jurisprudencia constitucional (Sentencia C-1052 de 2001, M.P. Alejandro Martínez Caballero) y se ha reproducido por el Ministerio Público, una demanda de inconstitucionalidad debe fundamentarse en razones claras, específicas, ciertas, pertinentes y suficientes, por lo que en forma alguna resulta posible pretender, como se hace con la demanda sub examine, que una norma sea declarada inexequible simplemente porque es vieja o no ha sido reformada en muchos años, o porque la institución o figura que ésta regula pueda parecerle obsoleta o inadecuada a los accionantes, y mucho menos porque ellos subjetivamente consideren que el Legislador la incluyó en un momento por determinados motivos que ya no son válidos, presentando como supuesta prueba de ello que las mismas instituciones o figuras no fueron incluidas por el Legislador al regular otros asuntos.        

Sin embargo, a continuación esta Jefatura procederá a sentar un concepto de fondo y, específicamente a explicar por qué considera que las normas demandadas deben ser declaradas exequibles, en razón a que, aún sin precisar específicamente de qué forma cada uno de los incisos demandados contrarían las tres normas constitucionales invocadas, como lo sugiere el Magistrado Sustanciador en el Auto de admisión, en todo caso puede concluirse de la demanda arriba resumida que lo que los accionantes reprochan es que los incisos demandados (i) constituyen una discriminación contra la mujer casada, y (ii) establecen una recompensa, para el caso de que se disuelva la sociedad conyugal, que entienden contraria al patrimonio de los cónyuges, pues está limitada al valor nominal que tenía el dinero o los bienes por ellos aportados a la sociedad y que, además, no existe para la sociedad patrimonial que resulta de una unión marital de hecho.
En primer lugar, resulta pertinente recordar aquí lo sostenido por este Despacho con relación al contrato de matrimonio desde el punto de vista constitucional en los conceptos 4876 (relativo a los expedientes 7882 y D-7909) y 5110 (relativo a los expedientes D-8367 y D-8376), y sobre todo a lo que en el primero de estos se dijo en el sentido de que el Constituyente, al mismo tiempo que estableció directamente algunas características y especificidades del matrimonio y la familia, también determinó que algunos asuntos específicos con relación al mismo fueran determinados directamente por el Legislador, como son:

“(i) La regulación de «[l]as formas del matrimonio» (inciso décimo, artículo 42 constitucional); (ii) la regulación de «la edad y capacidad para contraerlo» (ibídem); (iii) la regulación de «los deberes y derechos de los cónyuges» (ibídem); (iv) la regulación de «su separación» (ibídem);m (iv) la regulación de «la disolución del vínculo» (íbidem). Por lo tanto, todas estas temáticas «se rigen por la ley civil». De igual forma, la Constitución también reservó al Legislador (i) la regulación de los efectos civiles de los matrimonios religiosos (inciso undécimo segundo, artículo 42 constitucional) y (iv) la regulación del estado civil de las personas y los consiguientes derechos y deberes (inciso décimo tercero, artículo 42 constitucional)” (subrayas fuera del texto).
Consideraciones, todas las anteriores, de donde se desprende que en la misma Carta Política de 1991 se concedió al Congreso de la República una amplia libertad de configuración con relación al contrato de matrimonio y a sus efectos civiles, especialmente con relación a los derechos de los cónyuges, lo que en concepto de esta Jefatura incluye todo lo relativo a la sociedad conyugal y a sus efectos patrimoniales, como es el caso de lo dispuesto en la norma parcialmente demandada.     

En segundo lugar, debe precisarse que en la legislación civil el matrimonio es “un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente” (artículo 113 del Código Civil), cuya esencia es “el libre y mutuo consentimiento de los cónyuges” (artículos 115, 123 y 140, entre otros, del mismo Código) —y no meras formalidades o solemnidades, como equivocadamente parecen entenderlo los accionantes—, consentimiento por virtud del cual los esposos o cónyuges se obligan, además, a “guardarse fe […] socorrerse y ayudarse mutuamente, en todas las circunstancias de la vida” (subrayas fuera del texto). Y que, de conformidad con esto, el matrimonio es un contrato entre cuyos efectos —en todo caso accidentales, o no necesarios—, se encuentra la configuración de una sociedad patrimonial entre los cónyuges, también llamada sociedad conyugal. 

En razón de lo anterior, se destaca que el matrimonio es un acto libre, que incluso puede disolverse (para el caso del matrimonio civil) por el mero “consentimiento de ambos cónyuges” (artículo 154 del Código Civil) y que su objeto principal no es la sociedad conyugal, la cual incluso puede no existir (artículo 1774 Ibídem) o disolverse por el “mutuo acuerdo de los cónyuges” (artículo 1820, numeral 5°, Ibídem), sin que con ello se afecte la validez o esencia del matrimonio; como igualmente pueden los cónyuges pactar o convenir como prefieran lo relativo a “los bienes que aportan [al matrimonio] y a la donaciones y concesiones que se quieran hacer el uno al otro, de presente o a futuro”, por medio de las llamadas “capitulaciones” (artículo 1171 Ibídem). 

Las características mencionadas del contrato de matrimonio resultan especialmente pertinentes para el presente proceso de constitucionalidad pues implican que, contrario a lo que parecen suponer los accionantes, la regulación legal del matrimonio no pueda entenderse como una imposición o coerción del Estado, en tanto que el mismo depende primero y esencialmente de la libertad de los cónyuges (o, en otras palabras, porque nadie está obligado a casarse)
. Y, en segundo lugar, explican por qué el matrimonio tampoco puede equipararse directa o totalmente a de la unión marital de hecho (regulada en la Ley 54 de 1990) o a la sociedad patrimonial que surge de esta última, en tanto que se trata de instituciones jurídicas y realidades claramente distintas y diferenciables.
En efecto, como ya en otras ocasiones lo ha sostenido la misma Corte Constitucional en su jurisprudencia: 

“El matrimonio y la unión de hecho comparten la característica esencial de ser instituciones creadoras de la institución familiar. Como tales es claro que las dos figuras merecen una misma protección constitucional. Sin embargo, ese idéntico trato no puede aplicarse enteramente a los asuntos relacionados con los derechos patrimoniales que se derivan de las sociedades conyugal y patrimonial. Tanto las condiciones en que surgen las dos sociedades como las pruebas por aportar acerca de su existencia son diferentes y ello puede generar consecuencias distintas en este campo, siempre y cuando, como se ha expresado reiteradamente por esta Corporación, las diferencias sean razonables, es decir, se puedan sustentar con una razón objetiva” (Sentencia C-014 de 1998, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, subrayas fuera del texto). 
Así mismo, como también recientemente lo sostuvo este Despacho en el Concepto 5576 (relativo al expediente D-9593):

“[Debe distinguirse] entre (a) la sociedad patrimonial universal que se constituye para la sociedad conyugal que se conforma por virtud del contrato de matrimonio celebrado entre un hombre y una mujer (artículo 42 Superior y artículo 113 del Código Civil) y (b) la sociedad patrimonial particular, singular y concreta que se constituye entre el hombre y la mujer que conforman una unión marital de hecho (artículo 1° de la Ley 54 de 1990) o entre una pareja de personas del mismo sexo, a quienes en la Sentencia C-075 de 2007 se extendió el régimen patrimonial
 contenido en la Ley 54 de 1990 para las uniones maritales de hecho”. 
Por lo tanto, debe tenerse presente que ni siquiera puede hacerse una equiparación completa o absoluta entre los efectos patrimoniales del contrato de matrimonio y los efectos patrimoniales que el Legislador le atribuyó a la unión marital de hecho entre un hombre y una mujer, como lo suponen los accionantes, pues la relación patrimonial entre los cónyuges, salvo pacto en contrario, incluye todos sus bienes habidos y por haber, mientras la relación patrimonial entre los compañeros permanentes se limita a los bienes y al capital que sea producto del trabajo y del esfuerzo mutuo.
Ahora bien, con relación a los cargos específicos que formulan los accionantes contra la norma parcialmente demandada, esta Jefatura advierte que dos de los tres numerales demandados del artículo 1781 (los literales 3° y 4°) se refieren a la pertenencia al haber de la sociedad conyugal del dinero y de las cosas fungibles y especies muebles que “cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio” (subrayas fuera del texto), es decir, tanto del hombre como de la mujer, de donde se desprende que sencillamente resulta imposible sostener que alguna de estas dos normas implique una discriminación a la mujer o resulte contraria a la igualdad de derechos y deberes que, según el artículo 42 Superior, debe existir entre los cónyuges.

En este sentido, se precisa que únicamente el numeral 6° del artículo demandado confiere un trato distinto al hombre y la mujer que se unen en matrimonio y, por tanto, teóricamente podría ser considerado discriminatorio, dado que el mismo dispone que los bienes raíces de “la mujer” forman parte del denominado haber relativo de la sociedad y que, como consecuencia de ello, pueden ser susceptibles de una eventual recompensa, sin hacer ninguna mención a los bienes raíces del hombre. 
Sin embargo, aunque esta norma podría parecer discriminatoria por utilizar uno de los criterios de distinción prohibidos o sospechosos establecidos en el artículo 13 constitucional, como es el sexo, esta Vista Fiscal considera que no lo es por cuanto, en primer lugar, una interpretación directa y literal de la norma permite concluir, sin mayor dificultad, que allí únicamente se establece una posibilidad o facultad para los cónyuges y no un mandato, en tanto que lo allí dispuesto depende completamente de que ellos efectivamente expresen “en las capitulaciones matrimoniales o en otro instrumento público otorgado al tiempo del aporte” su deseo de que los citados bienes de la mujer entren al haber de la sociedad conyugal y que, como consecuencia de ello, en caso de una eventual disolución de la sociedad se pueda generar en favor de la mujer una recompensa por el valor en dinero de estos bienes. 

En segundo lugar, esta Jefatura considera que no es cierta la discriminación que alegan los accionantes puesto que, aún sin que el numeral sexto del artículo 1781 u otra norma lo diga expresamente, la posibilidad de que los cónyuges acuerden que los bienes raíces de la mujer entren a ser parte del haber de la sociedad conyugal en todo caso también existe para los bienes raíces del hombre pues, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1771 y 1780 del Código Civil, entre otros, es claro que precisamente a través de las capitulaciones los esposos pueden libremente acordar qué bienes entran y qué bienes no entran al haber de la sociedad conyugal, sin ninguna restricción.  

Finalmente, con respecto a este punto específico debe también ponerse de presente que, contrario a lo que sostienen los accionantes en su demanda, la mención que hace la norma demandada a los “bienes raíces de la mujer” de manera específica, sin perjuicio de cual sea su origen histórico, además de que no constituye una prohibición o un impedimento para que los cónyuges puedan pactar que también los bienes raíces del hombre entren (o no) al haber de la sociedad conyugal y sean susceptibles de recompensa, tampoco es, en sí misma, contraria a los derechos o intereses de la mujer, pues no solo supone y depende de su voluntad y consentimiento (expresado, como ya se dijo, en las capitulaciones o en otro instrumento público), sino que además tiene el propósito de proteger su patrimonio, precisamente permitiendo que la sociedad conyugal, en caso de liquidación, le restituya en dinero el valor de los bienes por ella aportados a la sociedad. 

Por lo tanto, en concepto de esta Jefatura, desde una interpretación gramatical, sistemática y teleológica del numeral 6° demandado no solo es posible concluir que el mismo es compatible y, de hecho, debe interpretarse de una manera armónica con lo dispuesto en el artículo 42 constitucional con relación a la igualdad de derechos y deberes que debe existir entre el hombre y la mujer unidos en matrimonio, así como con la abundante jurisprudencia  constitucional que se ha proferido sobre esta materia
, sino que en forma alguna permite sostener que el mismo afecte negativa, indebida o desproporcionadamente a la mujer, y que la única o mejor manera de salvaguardar sus derechos sea expulsando este inciso del ordenamiento jurídico.            

En último lugar, en lo que tiene que ver con la supuesta afectación que para el patrimonio de los cónyuges representa la recompensa establecida en la norma parcialmente demandada y, específicamente, con la acusación de que la misma se refiera al valor nominal y no al valor real del dinero o de los bienes (dinero, muebles o inmuebles) que los cónyuges en su momento aportaron a la sociedad conyugal, esta Jefatura considera que lo que aquí ya se ha dicho con relación a (i) la amplia libertad de configuración que la misma Constitución le confiere al Legislador para regular lo relativo a los derechos y deberes de los cónyuges, (ii) el carácter libre del contrato de matrimonio y la condición accidental que en el mismo tiene la sociedad conyugal y todo lo relativo a sus efectos patrimoniales, y (iii) la absoluta libertad que tienen los cónyuges para pactar qué bienes entran y qué bienes no entran a ser parte del haber de la sociedad conyugal; son argumentos suficientes para desvirtuar los reproches de los accionantes.  

Además de ello, considera que en todo caso la valorización o desvalorización de los bienes que los cónyuges libremente aportaron al matrimonio durante la vigencia de la sociedad conyugal efectivamente puede convenir o afectar tanto al hombre como a la mujer que, precisamente, han decidido convivir y auxiliarse mutuamente y que, por lo tanto, no es desproporcionado o injusto que esta valorización o desvalorización corresponda a ambos cónyuges. Como, en cambio sí lo sería, imponer a la sociedad conyugal, como parecen pretenderlo los accionantes, la obligación de restituir un valor incierto, como sería el valor que un determinado bien eventualmente podría llegar a tener en un tiempo indeterminado; valor que, además, no necesariamente sería consecuencia (virtud o responsabilidad) de una acción específica del cónyuge aportante
. Y como también lo sería impedir o prohibir a los cónyuges decidir libremente qué bienes hacen parte de su sociedad conyugal. 
En otras palabras, esta Vista Fiscal considera que conceder a los accionantes su pretensión, antes que proteger el patrimonio de los cónyuges de una indebida e injustificada intromisión del Estado, equivaldría a un grave desconocimiento de su libertad, autonomía y capacidad para establecer una sociedad conyugal (que, para estos efectos, podría asemejarse a cualquier sociedad respecto de determinados bienes, como es una sociedad comercial) a través de la cual, precisamente, ellos deciden asumir conjuntamente las ganancias y las pérdidas de los bienes que libre y voluntariamente deciden que formen parte de esa sociedad.           
4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLE los incisos 3°, 4° y 6° del artículo 1781 del Código Civil, por los cargos aquí analizados. 

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
GMR/ABG
� El actor agrega al respecto algunas consideraciones históricas con respecto a la recompensa derivada del haber relativo desde tiempos de Justiniano, y pasando por diferentes reformas normativas en la legislación nacional.


� Sin perjuicio del interés legítimo y justificado que tiene el Estado en el matrimonio, en tanto que el mismo no solo es una manifestación de la voluntad de las partes sino que, además, constituye familia, que es el núcleo y la institución básica de la sociedad (artículos 5° y 42 constitucionales). 


� En efecto, tal y como se deduce tanto del texto de la Sentencia C-075 de 2007 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), como de las aclaraciones y salvamentos de voto que se hicieron a la misma, es evidente que esta decisión judicial (i) no estableció que las parejas del mismo sexo pudieran constituir uniones maritales de hecho y (ii) se limitó a extender para las primeras únicamente los efectos patrimoniales de las segundas, pero no todos sus efectos civiles. En el mismo sentido, en el comunicado de prensa del 7 de febrero de 2007, por medio del cual se informó de esa misma Sentencia, expresamente se señaló que “esta decisión se circunscribe al régimen legal de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes regulado en la Ley 54 de 1990 y modificado por la Ley 979 de 2005 y por lo tanto, no cobija otras materias jurídicas” (subrayas fuera del texto).


No sobra mencionar, además, que confirmando la distinción señalada entre la unión marital de hecho y la conformación de una pareja por personas del mismo, en la Sentencia C-283 de 2011 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub) la Sala Plena de Corte Constitucional resolvió “EXHORTAR al Congreso para que legisle de manera sistemática y ordenada sobre las materias relacionadas con las uniones maritales de hecho y las parejas del mismo sexo”. Y que, en el mismo sentido, en la Sentencia C-577 de 2011 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), la misma Corporación exhortó al Congreso de la República “para que antes del 20 de junio de 2013 legisle, de manera sistemática y organizada, sobre los derechos de las parejas del mismo sexo con la finalidad de eliminar el déficit de protección que, según los términos de esta sentencia, afecta a las mencionadas parejas”, lo que claramente indica que los derechos de estas parejas no se encuentran integralmente protegidos por la Ley 54 de 1990. 


 


� Lo mismo puede decirse respecto de la armonía existente entre la norma demandada y la Ley 28 de 1932, en cuyo artículo 1° se establece que “Durante el matrimonio cada uno de los cónyuges tiene la libre administración y disposición tanto de los bienes que le pertenezcan al momento de contraerse el matrimonio o que hubiere aportado a él, como de los demás que por cualquier causa hubiere adquirido o adquiera; pero a la disolución del matrimonio o en cualquier otro evento en que conforme al Código Civil deba liquidarse la sociedad conyugal, se considerará que los cónyuges han tenido esta sociedad desde la celebración del matrimonio, y en consecuencia se procederá a su liquidación”; y el Decreto 2820 de 1974, “por el cual se otorgan iguales derechos y obligaciones a las mujeres y a los varones”, entre otros.  


� Sin perjuicio de que, como lo sugieren algunos de los intervinientes en este proceso, efectivamente podría interpretarse que el condicionamiento establecido en la Sentencia C-014 de 1998 al artículo 3° de la Ley 54 de 1990, en el sentido de que “la valorización que experimentan los bienes propios de los convivientes, por causa de la corrección monetaria, no forma parte de la sociedad patrimonial”, a pesar de que las ya mencionadas diferencias entre una y otra sociedad, analógicamente también podría aplicarse para los bienes que los cónyuges voluntariamente deciden excluir de la sociedad conyugal. 
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